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Abstract
This is an article on the legal implications, 
in Brazil, of the traditional occupation of 
land by the Yanomami indigenous people, 
having as a starting point the construction 
of the North Perimetral Highway in 1973, 
which corresponded to a large influx of non-
-indigenous people and land conflicts. It 
seeks to demonstrate, analysing the Brazilian 
Constitutions after 1967, the received legal 

Resumen
Este artículo trata de las implicaciones 
jurídicas, en Brasil, de la ocupación tradi-
cional de la tierra por el pueblo indígena 
Yanomami, teniendo como punto de parti-
da la construcción de la Rodovia Perimetral 
Norte en 1973, que se correspondió a una 
gran afluencia de población no indígena y 
a conflictos por la tierra. Se pretende de-
mostrar, analizando las Constituciones 
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norms, the international treaties, and the 
inter-American jurisprudence that the legal 
order in Brazil provides for the possession of 
indigenous lands, the usufruct of their natural 
resources, the demarcation, and removal. Ho-
wever, the State systematically violates these 
rights, eventually causing humanitarian cri-
ses. This serious phenomenon occurred twice. 
In the Dictatorship, specially from 1975 to 
1990, and during the Brazilian Democracy 
crisis, starting in 2014. In both, the bodies of 
the inter-American human rights system were 
provoked. Although indigenous rights are well 
developed in Brazil, their effectiveness is still 
a challenge, due to the political opposition 
of certain social groups, which culminates, 
in periods of greater democratic fragility, in 
humanitarian crises that are the object of 
analysis by the Inter-American Commission 
on Human Rights. Human Rights and by 
the Inter-American Court of Human Rights, 
which have jurisdiction over Brazil.
Keywords: humanitarian crisis; indigenous 
rights; Inter-American Human Rights Sys-
tem; Yanomami.

brasileñas posteriores a 1967, las normas 
infraconstitucionales recibidas, los tratados 
internacionales y la jurisprudencia inter-
americana, que el ordenamiento jurídico 
en Brasil prevé la posesión de las tierras in-
dígenas, el usufructo de sus recursos natu-
rales, la demarcación y la des-intrusión. No 
obstante, el Estado viola sistemáticamente 
esos derechos, lo que acaba provocando cri-
sis humanitarias. Ese grave fenómeno se ha 
producido en dos ocasiones. En la Dicta-
dura, especialmente de 1975 a 1990, y du-
rante la crisis de la Democracia brasileña, 
a partir de 2014. En ambos, los órganos 
del sistema interamericano de derechos 
humanos fueron provocados. Aunque los 
derechos indígenas están bien desarrollados 
en Brasil, su efectividad sigue siendo un 
reto, debido a la oposición política de ci-
ertos grupos sociales, que culmina, en per-
iodos de mayor fragilidad democrática, en 
crisis humanitarias que son analizadas por 
la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos y la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, que tienen jurisdic-
ción para actuar frente a Brasil.
Palabras clave: crisis humanitaria; dere-
chos indígenas; Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos; Yanomami.

Introducción

A lo largo de los siglos, los Yanomami vivieron aislados de la sociedad no 
indígena. La situación geográfica de sus tierras, en el corazón del continente suda-
mericano, los alejaba demasiado de la administración colonial ibérica. Después de 
la independencia de Brasil, el gobierno, monárquico o republicano, durante casi 
un siglo, no tuvo mecanismos y estructuras para implementar políticas públicas 
en esa región, de modo que los Yanomami mantuvieron el control de su destino, 
incluso en lo que respecta al orden jurídico. Eran dos órdenes paralelos que nunca 
se tocaron.
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Eso cambió a principios del siglo XX, cuando se produjeron los primeros 
contactos entre Yanomami y no indígenas. Las primeras fricciones entre ambos 
órdenes produjeron la necesidad de una articulación intersubjetiva entre los acto-
res implicados, de la que surgieron conflictos. Al principio, esos contactos no se 
debían a cuestiones de hecho que requirieran una solución común, por lo que no 
había disputa sobre la autoridad para gestionar el espacio.

Desde 1905, las fronteras de Brasil con Venezuela están definitivamente fi-
jadas y corresponde a cada cual ejercer su soberanía territorial sin concurrencia. 
Sin embargo, la mera delimitación territorial entre los Estados no se correspondió 
con una transformación efectiva de las estructuras de organización espacial. Todo 
continuó básicamente como había sido hasta entonces. Brasil tenía su territorio en 
ciertos términos jurídicos, pero los agentes estatales no habían llegado a sus con-
fines, manteniendo el contexto local sin intervenciones externas. Paralelamente, 
los Yanomami permanecían en sus tierras, con el control de la gestión del espacio.

En el contexto brasileño, a finales de la década de 1960, la milenaria his-
toria de los Yanomami estuvo marcada por desafíos y luchas en relación con la 
posesión de sus tierras y la protección de sus derechos como grupo étnico. Con la 
implementación de la política de control efectivo del territorio, el Estado brasileño 
pasó a incentivar la ocupación de esas áreas por no indígenas, invisibilizando a los 
indígenas en los llamados “vacíos demográficos”.

La ocupación de los no indígenas – especialmente mineros ilegales – chocó 
evidentemente con la posesión de los indígenas, y se produjo un hecho jurídica-
mente relevante, que exigió una respuesta uniforme en términos de soberanía, que 
se caracteriza por el monopolio de la fuerza en un espacio geográfico determinado.

Desde una perspectiva sistémica, en virtud del derecho constitucional vigente 
en Brasil en 1973, se inició la ocupación no indígena de las tierras Yanomami, 
por iniciativa y patrocinio del Estado. El primer objetivo de esta investigación, 
entonces, es analizar las características de la estrategia nacional de ocupación de 
la Amazonia y sus impactos en la vida de los Yanomami. Para ello, se estudia el 
ordenamiento jurídico brasileño vigente en la época, compuesto por normas cons-
titucionales e infraconstitucionales, de carácter legislativo y ejecutivo.

Alcanzado el primer objetivo, se observa que, a pesar del contexto de terro-
rismo de Estado en que vivía la sociedad brasileña de la época, la Ley garantizaba 
expresamente el derecho de posesión indígena de las tierras tradicionalmente ocu-
padas y el derecho al usufructo exclusivo de los recursos naturales que se encon-
traban en ellas.

Se concluye, preliminarmente, que todos los problemas que enfrentan los 
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Yanomami como consecuencia de la ocupación por parte de no indígenas a partir 
de 1973 son efectos de actos ilegales, que por lo tanto deben ser combatidos por 
el Estado, dado que su principal razón de ser es efectuar el orden interno. De ahí 
se desprende el segundo objetivo, que consiste en analizar la base de los conflictos 
sobre la posesión y el usufructo de las tierras tradicionalmente ocupadas por los 
Yanomami, habida cuenta de la nitidez del derecho vigente.

En esta segunda etapa, resulta evidente que existe un problema de eficacia 
normativa, lo cual es una cuestión común en el ordenamiento jurídico en su con-
junto, no sólo en Brasil. Sin embargo, eso no basta. En una tercera etapa, tratamos 
de entender la razón por la que los derechos indígenas de los Yanomami no se 
hicieron realidad. Aquí, el estudio conduce a un enfoque ideológico, cuyo origen 
se encuentra en la aplicación de la concepción política por parte del grupo social 
que controló dictatorialmente el Estado brasileño durante más de dos décadas. 
Tal enfoque no reconocía la subjetividad de los Yanomami, a partir de la cual, 
ninguna relación, ni jurídica ni lingüística, era posible. En ese caso, el desprecio 
de la alteridad puede culminar en acciones u omisiones que pongan en peligro la 
existencia del otro.

En ese contexto, la acumulación de conflictos ante la ineficacia normativa 
por omisión del Estado provocó que la crisis humanitaria en tierra Yanomami 
alcanzara su punto álgido en los años 80, cuando la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos fue llamada a examinar el caso. Tal hecho es de extrema 
importancia, pues corresponde a una manifestación de un organismo internacio-
nal sobre el grado de desintegración de la relación entre el Estado brasileño y el 
pueblo Yanomami. Siendo un mecanismo jurídico extraordinario y subsidiario del 
sistema jurídico brasileño, se plantea la hipótesis de que el sistema interamericano 
de derechos humanos también debe entenderse como un mecanismo para indicar 
una crisis humanitaria.

Para confirmar esa hipótesis, la cuestión se plantea a la luz de la crisis del 
Estado democrático en Brasil, en el período que comenzó en 2014, cuando miem-
bros de los grupos sociales que controlaron el Estado brasileño durante la Dicta-
dura volvieron al poder central. En el siglo XXI, el agravamiento de la situación de 
los Yanomami, ante la falta de interés del Estado por hacer cumplir la ley, provocó 
que la crisis humanitaria en la Tierra Indígena Yanomami alcanzara un nuevo pico 
a finales de la década de 2010, cuando de nuevo el sistema interamericano de de-
rechos humanos, a través de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, se vea impulsado a examinar 
el caso.
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1 Orden jurídico brasileño y dictadura: el caso Yanomami

A pesar de su presencia milenaria1 en Amazonia, los primeros contactos de 
los Yanomami con no indígenas2 se produjo a principios del siglo XX, cuando se 
publicaron las investigaciones científicas relacionadas con las expediciones de Otto 
Zerries (Venezuela) y Hans Becher (Brasil), realizadas a mediados de la década de 
1950. No obstante, los Yanomami no adquirieron notoriedad hasta 1968, con la 
publicación del libro Yanomamö: The Fierce People, de N. A. Chagnon (KOPE-
NAWA; ALBERT, 1995), cuando la dictadura en Brasil estaba en pleno apogeo 
(GASPARI, 2002) mediante la persecución y tortura de opositores, la restricción 
de la prensa y la represión de la actividad partidista (SARLET; MARINONI; 
MITIDIERO, 2014).

En Brasil regía la Constitución de 1967, cuyo artículo 186 establecía que: 
“Está garantizada a los pueblos del bosque, la pose permanente de las tierras que 
habitan y reconocido su derecho al usufructo exclusivo de los recursos naturales 
y de todas las utilidades en ellas existentes” (BRASIL, 1967). En aquella época, 
los Yanomami ya tenían derechos reales sobre las tierras que ocupaban tradicio-
nalmente.

Ese tratamiento jurídico no era nuevo en Brasil, puesto que el art. 129 de la 
Constitución de 1934 disponía que: “Será respetada la pose de tierras del pueblo 
del bosque, que en ellas se encuentren permanentemente localizados, siéndoles, 
sin embargo, vetada su alienación” (BRASIL, 1934). Aquí no se menciona el usu-
fructo de los recursos naturales, pero se garantiza la propiedad3 indígena, lo que 
implica necesariamente una diferenciación con el titular del derecho de propie-
dad. De hecho, en el régimen constitucional de 1967, eran propiedad de la Unión 
“las tierras ocupadas por los pueblos del bosque” (BRASIL, 1967), de conformi-
dad con el art. 4, IV.

1 “Varios investigadores de las disciplinas implicadas han propuesto la hipótesis de que [los Yanomami] 
podrían descender de un antiguo grupo amerindio (“proto-Yanomami”) asentado hace un milenio 
en las tierras altas (montañas Parima) de la región interfluvial entre el alto Orinoco y el alto Parima, 
donde permanecieron aislados durante un largo periodo de tiempo” (KOPENAWA; ALBERT, 2015, 
p. 558-559).

2 Dado que no se trata de una obra de antropología, se entiende objetivamente por no indígenas los 
individuos que no tienen el modo de vida, las creencias y la identidad étnica reconocida de los pueblos 
indígenas (CORREIA; MAIA, 2021).

3 Art. 154 de la Constitución de la República de 1937: “Se respetará a los habitantes de los bosques 
la posesión de las tierras en que estén situados permanentemente, pero se les prohibirá enajenarlas” 
(BRASIL, 1937). Art. 216 de la Constitución de la República de 1946: “Se respetará a los habitantes 
de los bosques la posesión de las tierras en que estén situados permanentemente, con la condición de 
que no las enajenen” (BRASIL, 1937)” (BRASIL, 1946).
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Según esa disposición, cuya redacción fue mantenida por la Enmienda Cons-
titucional n. 1/1969, combinada con el art. 198, caput de la Constitución “las tier-
ras ocupadas por los habitantes de los bosques” (BRASIL, 1969) eran propiedad 
de la Unión, reconociéndose la posesión permanente y el usufructo exclusivo de 
las riquezas naturales y de todas las utilidades existentes en las tierras indígenas. 
Además, los efectos jurídicos de los actos de propiedad, posesión u ocupación de 
las tierras indígenas eran nulos y no se podía indemnizar a terceros, con excepción 
de las mejoras de buena fe.

En aquella época, los contactos regulares y permanentes de los Yanomami 
con los no indígenas se limitaban al trabajo de recolectores de productos forestales 
y a la instalación de puestos indigenistas y misioneros. Dada la superficialidad de 
la interacción, no había conflictos de tierras que exigieran una respuesta institu-
cional del Estado brasileño.

1.1 Programa Nacional de Integración: conflicto de tierras en el territorio 
Yanomami de Brasil

La situación cambió cuando el Gobierno emprendió proyectos geopolíticos 
para ocupar la Amazonia brasileña. La percepción del Estado sobre el territorio 
amazónico cambió, y a partir de 1968 asumió un papel estratégico frente a los 
dramas del subdesarrollo (TOLEDO, 2012). En ese contexto, el Gobierno bra-
sileño creó el Programa Nacional de Integración (PIN) mediante el Decreto-Ley 
n. 1.106/1970, basado en la construcción de grandes obras de infraestructura 
(PEREIRA, 1971), especialmente carreteras, acompañadas de la instalación de 
proyectos de colonización en sus márgenes (BECKER, 2015).

En el marco del PIN, en 1973 se inició la construcción de la autopista Peri-
metral Norte (BR-210), cuyo trazado seguía una línea paralela a la frontera entre 
Brasil y Venezuela, con un tramo de 235 km que atravesaba el sur de las tierras 
tradicionalmente ocupadas por los Yanomami (KOPENAWA; ALBERT, 2015). 
Desde entonces, se han establecido conflictos por la tierra como resultado de un 
contacto más intenso entre indígenas y no indígenas, que se correspondió con el 
inicio de una era de degradación4 de las condiciones de vida de los Yanomami.

Paralelamente, se puso en marcha en la región el Proyecto Radar Amazóni-
co (Radam), que consistió en una estrategia oficial para inventariar, a partir de 

4 El proceso histórico de colonización cambió el modo de vida y muchas de las características de los 
grupos étnicos se extendieron por el territorio brasileño, provocando aculturación y exclusión (COR-
REIA; MAIA, 2021).
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datos científicos, los recursos naturales de interés potencial (PINTO, 2002). Tras 
la conclusión del trabajo de Radam en Roraima en 1975, llegó un primer grupo 
de mineros a las tierras Yanomami (KOPENAWA; ALBERT, 2015). En los años 
siguientes, guiados por la Perimetral Norte y motivados por la ilusión de la riqueza 
del oro, pasaron por allí 50 mil exploradores (RAMOS, 2022).

La incisiva presencia de mineros en la tierra Yanomami provocó una serie de 
problemas sanitarios, criminales y ambientales, que llevaron a la opinión pública, 
tanto dentro como fuera del país, a movilizarse en defensa de los indígenas (BAR-
RETO, 1995). En ese contexto, incluso antes del apogeo de la minería ilegal, 
Carlos Drummond de Andrade (1979, p. 40) advirtió: “Los Yanomami corren 
un gran riesgo en este momento y te necesitan. No tienes que volar hasta allí para 
ayudarlos”.

Tal ayuda se refería a un proyecto de protección de los Yanomami, presenta-
do días antes al Gobierno brasileño, en el que se proponía la creación del Parque 
Indígena Yanomami en una zona común a Roraima y Amazonas. Según el poeta, 
los Yanomami venían sufriendo los impactos negativos de la expansión económica 
de la Amazonia brasileña desde la construcción de la Perimetral Norte. En vista de 
ello, la solución era demarcar la tierra indígena, de acuerdo con el art. 198 de la 
Constitución de 1969, entonces en vigor.

Como reacción, se argumentó que: “Las estimaciones demográficas de la 
prensa […] pretendían […] demostrar la necesidad de la creación de un país ya-
nomami independiente de Brasil” (BARRETO, 1995, p. 18). Se basaba en la falsa 
premisa de que la demarcación de las tierras indígenas correspondía a una secesión 
territorial. A pesar del error de confundir tierra indígena con territorio nacional, 
se identificó que, por primera vez, un verdadero conflicto de tierras involucraba a 
los Yanomami.

En el plano infraconstitucional, ya estaba en vigor la Ley n. 6.001/1973, 
entonces denominada Estatuto del Indio. En los términos de la referida ley federal, 
en consonancia con la tradición jurídica brasileña que se remonta por lo menos a 
1934, es obligación de Brasil, en toda su dimensión federativa, garantizar la pose-
sión indígena de las tierras tradicionalmente ocupadas, reconociendo su derecho al 
usufructo exclusivo de las riquezas naturales y de todas las utilidades allí existentes, 
aunque se trate de propiedad de la Unión, sujeta a gravámenes o restricciones5.

5 Esas restricciones pueden percibirse, por ejemplo, cuando se establece en la Ley n. 6.001/1973, en el 
art. 18, caput que: “Las tierras indígenas no podrán ser objeto de arrendamiento o de cualquier acto 
o negocio jurídico que restrinja el pleno ejercicio de la posesión directa por la comunidad indígena o 
por los habitantes del bosque” (BRASIL, 1973b).
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Aunque el régimen jurídico-constitucional de la Dictadura6 insistir en el 
verbo habitar al referirse a la protección de los derechos indígenas de posesión 
y usufructo, en lugar de adoptar la expresión “estar permanentemente ubicado” 
(BRASIL, 1934) del régimen anterior al golpe de Estado de 1964 – que tiene 
un significado más amplio – el art. 17 de la Ley 6.001/1973, al definir las tierras 
indígenas, retoma el significado original al indicar que son “tierras ocupadas o 
habitadas por los pueblos del bosque (BRASIL, 1973b). Por lo tanto, las tierras 
habitadas o en las que los indígenas se encuentran de forma permanente deben 
entenderse como tierras tradicionalmente ocupadas por ellos, independientemen-
te de la demarcación, según lo dispuesto en el art. 25 de la Ley n. 6.001/19737. 
No cabe duda de que, cuando se estableció el conflicto por las tierras Yanomami, 
en Brasil ya se reconocía el carácter originario de la posesión indígena (ROCHA 
et al., 2015).

Más precisamente, el art. 23 de la Ley n. 6.001/1973 establece que la po-
sesión indígena es “[…] la ocupación efectiva de la tierra que, de acuerdo con 
los usos, costumbres y tradiciones tribales, posee y donde habita o realiza una 
actividad indispensable para su subsistencia o económicamente útil” (BRASIL, 
1973b). La posesión indígena se revela como una relación más amplia que la mera 
habitación, teniendo en cuenta que el modo de vida de los indígenas se caracteriza 
a menudo por importantes desplazamientos espaciales.

A fin de proteger el derecho indígena de posesión como condición de existen-
cia de la etnia como tal, que difiere de la protección del derecho real en sentido es-
tricto, el art. 18, § 1, de la Ley n. 6.001/1973 refuerza que, en las tierras indígenas, 
“[…] queda prohibido a toda persona ajena a los grupos tribales o comunidades 
indígenas cazar, pescar o recolectar frutos, así como dedicarse a actividades agrí-
colas o extractivas” (BRASIL, 1973b). Las tierras indígenas no sólo constituyen 
una situación de hecho jurídica, sino que su existencia impide la utilización de los 
recursos naturales que allí se encuentran por parte de terceros, incluso de buena fe.

De cualquier forma, es obligación del Estado demarcar las tierras tradicional-
mente ocupadas por indígenas, en los términos del art. 19 de la Ley n. 6.001/1973, 
como acto declarativo para la seguridad jurídica de las partes involucradas en la 

6 Constituciones de la República de 1967 y 1969.
7 Ley n. 6.001/1973, art. 25: “El reconocimiento del derecho de los indios y de los grupos tribales a 
la posesión permanente de las tierras por ellos habitadas, en los términos del artículo 198 de la Cons-
titución Federal, será independiente de su demarcación, y será asegurado por el órgano federal de 
asistencia a los habitantes de los bosques, teniendo en cuenta la situación actual y el consenso histórico 
sobre la antigüedad de la ocupación, sin perjuicio de las medidas apropiadas que, en la omisión o error 
de dicho órgano, cualquiera de los Poderes de la República pueda adoptar” (BRASIL, 1973b).
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gestión del territorio brasileño en la región Amazónica. En sus términos, “Las 
tierras indígenas, por iniciativa y bajo orientación del órgano federal de asistencia 
al indio, serán administrativamente demarcadas, de acuerdo con el proceso estab-
lecido en decreto8 del Poder Ejecutivo” (BRASIL, 1973b).

Cuando el poeta abogó por la creación de un Parque Indígena Yanomami 
en 1979, no hacía más que recordar al Estado su obligación incumplida de de-
marcar la tierra Yanomami, a fin de garantizar que el pueblo tuviera la posesión 
permanente de la tierra y el uso exclusivo de los recursos naturales que allí se en-
contraban. Sin embargo, al margen de la ley, el Gobierno brasileño contribuyó a 
la práctica de actos que violaban los derechos Yanomami.

1.2 Comisión Interamericana de Derechos Humanos sobre la primera crisis 
humanitaria de los Yanomami en Brasil

Por ser miembro9 de la Organización de Estados Americanos (OEA), Brasil 
está vinculado a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos10 (CIDH), 
cuya función principal es promover el respeto y la defensa de los derechos huma-
nos en los Estados miembros y servir de órgano consultivo de la OEA.

Según los arts. 18 y 20 de su Estatuto, la CIDH puede formular recomenda-
ciones a los gobiernos para que adopten medidas de protección de los derechos hu-
manos, tanto en el ámbito jurídico interno como en el internacional, así como para 
que establezcan disposiciones adecuadas para promover el respeto de esos derechos11. 
Además, la CIDH debe prestar especial atención a la observancia de los derechos 
humanos recogidos en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre (DADH ) de 1948, y formular recomendaciones para hacer más efectivos 
los derechos humanos en el ámbito interno12.

En 1980, la CIDH recibió una demanda contra Brasil a favor de los Ya-
nomami por la comisión de hechos internacionalmente ilícitos. Brasil no pudo 
actuar de conformidad con los arts. 44 a 51 de la Convención Americana sobre 

8 Véanse el Decreto n. 76.999 de 8 de enero de 1976; el Decreto n. 88.118 de 23 de febrero de 1983; 
el Decreto n. 94.945 de 23 de septiembre de 1987.

9 Brasil depositó en la Unión Panamericana, en Washington D.C., Estados Unidos de América, el 13 
de marzo de 1950, su instrumento de ratificación de la Carta de la OEA, que entró en vigor el 13 de 
diciembre de 1951.

10 El art. 53, e, de la Carta de la OEA establece que: “La Organización de los Estados Americanos 
realizará sus propósitos por medio de: […] La Comisión Interamericana de Derechos Humanos”.

11 Art. 18, b, del Estatuto de la CIDH.
12 Art. 20, a, del Estatuto de la CIDH.
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Derechos Humanos (CADH) ni comparecer ante la Corte Interamericana de De-
rechos Humanos (CtIDH13) contra Brasil, la CIDH actuó en esos años como un 
órgano de monitoreo internacional. Cuando la noticia de la crisis humanitaria de 
los Yanomami en Brasil llegó a la CIDH, el Estado comenzó a explicar los hechos 
expuestos por los peticionarios14 basándose en los instrumentos internacionales 
que proclaman los “derechos fundamentales de la persona humana”15 (CIDH, 
1948) como principios jurídicos.

Se denunció al Gobierno brasileño y a la FUNAI16 por violaciones de dere-
chos debido a la afluencia masiva de forasteros a tierras tradicionalmente ocupadas 
por los Yanomami, causando enfermedades y muertes debido a la falta de atención 
médica y por la violencia. La omisión del Estado puso en peligro la seguridad e in-
tegridad de la tierra indígena, poniendo en riesgo el mantenimiento de la cultura, 
tradición y costumbres del grupo étnico (CIDH, 1985).

En respuesta, a través de la Ordenanza MINTER/GM No. 025 del 9 de mar-
zo de 1982, el Gobierno Brasileño interdictó un área continúa limitada al noroeste 
por la frontera entre Brasil y Venezuela hasta el meridiano 66°20’00 “O; al sur por 
la ruta de la Perimetral Norte; y al este por el meridiano 62°00’00O; totalizando 
un área de 7.700.000 hectáreas (BRASIL, 1989a; CIDH, 1985). Meses después, 
el 12 de septiembre de 1984, el Presidente de la FUNAI envió una propuesta al 
grupo de trabajo interministerial, solicitando la definición y delimitación del futu-
ro Parque Indígena Yanomami, que tendría una superficie de 9.419.108 hectáreas.

No obstante, aunque importantes, esas medidas no fueron suficientes para 
impedir que la CIDH, el 5 de marzo de 1985, emitiera la Resolución n. 12/1985 
(Caso n. 7615), en la que reconoció la ocurrencia de violaciones de derechos hu-
manos contra los Yanomami. Al analizar los antecedentes y las pruebas, la CIDH 
concluyó que, por omisión, Brasil no había adoptado las medidas necesarias, vio-
lando, en perjuicio de los Yanomami, el derecho a la vida, la libertad y la salud 
(art. I de la DIDH), el derecho de residencia y tránsito (art. VIII de la DIDH) y el 
derecho a la preservación de la salud y el bienestar (art. IX de la DADH).

Por último, la CIDH recomendó al Gobierno brasileño que siguiera 

13 El Estado brasileño sólo reconocería soberanamente la jurisdicción de la CtIDH mucho más tarde, 
en 1998.

14 Tim Coulter (Indian Law Resource Center), Edward J. Lehman (American Anthropological Associ-
ation), Barbara Bentley (Survival International), Shelton H. Davis (Anthropology Resource Center); 
George Krumbhaar (US Survival International) y otras personas.

15 Art. 3, l, de la Carta de la OEA.
16 Creada en 1967 para sustituir al Servicio de Protección del Indio (1910), la Fundación Nacional de 
los Pueblos Indígenas (FUNAI) es el órgano indigenista oficial del Estado brasileño.
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adoptando medidas sanitarias preventivas y curativas para proteger la vida y la 
salud de los indígenas contra las enfermedades infecciosas. Además, indicó que 
se debía proceder a la demarcación del “Parque Indígena Yanomami”, en los 
términos propuestos por el Presidente de la FUNAI en 1984 (CIDH, 1985).

Teniendo en cuenta el ordenamiento jurídico internacional vigente para Bra-
sil, correspondía al Estado llevar a cabo la demarcación y deslinde de las tierras 
Yanomami, lo que reforzaba las disposiciones del ordenamiento jurídico interno. 
Es interesante señalar que la legislación brasileña no entraba en conflicto positivo 
o negativo con el derecho internacional de los derechos humanos. La violación 
consistía en la ineficacia de las normas.

A partir de 1987, se acelera la fiebre del oro en Roraima, lo que atrae aún 
más la atención de la opinión pública internacional (VANHECKE, 1990; DOR-
FMAN; MAIER, 1990) para el drama vivido por los Yanomami, que murieron a 
consecuencia de epidemias o de la violencia derivada de la llegada a sus tierras de 
miles de mineros ilegales.

Ante la escalada de la presencia de la minería en las tierras tradicionalmente 
ocupadas por los Yanomami y en vista de las recomendaciones de la CIDH, el 
Gobierno brasileño promulgó el Decreto n. 94.945/1987. Ese Decreto preveía el 
proceso administrativo de demarcación de las tierras indígenas, exigiendo la par-
ticipación de un representante de la Secretaría General del Consejo Nacional de 
Seguridad cuando se demarcasen tierras indígenas situadas en la frontera17, como 
en el caso de los Yanomami (BRASIL, 1987).

Frente a la crisis derivada de las amenazas de la minería ilegal a los derechos 
de los Yanomami, el reto no era la normalización, sino la aplicación del ordena-
miento jurídico vigente, que preveía no sólo el derecho a la posesión indígena, 
sino también el deber de demarcación y protección por parte del Estado brasileño. 
Pero, había una enorme resistencia a la concreción de esos derechos indígenas. 
Para ciertos grupos, los que habían controlado el Estado brasileño sin oposición 
durante la dictadura, no se trataba de una crisis, sino, al contrario, “[…] el olor del 
progreso estaba en el aire” (BARRETO, 1995, p. 161).

2 Ordenamiento jurídico y democracia en Brasil: el caso Yanomami

La desorientación del Estado brasileño era evidente y, en el proceso de rede-
mocratización, buscaba una solución que hiciera efectivos los derechos indígenas, 
teniendo en cuenta el desarrollo económico y la integridad territorial. Por lo tanto, 

17 Art. 2, § 3, del Decreto n. 94.945/1987.
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la cuestión de la demarcación de las tierras indígenas en Brasil debe entenderse 
desde el punto de vista de una resistencia justificada por objetivos económicos y 
militares inmediatos.

Simbólico de ese contexto es el siguiente fragmento de una obra que retrata 
bien esa visión ideológica de sesgo fascista18: “Se creyó que el fin del comunismo 
podría acabar con tantos problemas. Pero los agitadores sólo han cambiado el 
color de sus camisas, de rojo a verde. Antes lucharon contra la dictadura, luego 
defendieron a los indios y ahora quieren salvar la selva […]” (BARRETO, 1995, 
p. 111).

La simplicidad de la afirmación es sorprendente, pero es importante tomarla 
como un retrato de una lógica autoritaria que dominaba el Estado brasileño en 
ese período, según la cual todos los que actuaban en la realización de los derechos 
indígenas eran – y, en cierta medida, todavía son – vistos como representantes de 
intereses extranjeros en continuo sabotaje de los deseos patrióticos.

En ese sentido19, el 9 de agosto de 1987, el periódico O Estado de S. Paulo pu-
blicó un reportaje titulado “Una conspiración contra Brasil”, en el que se afirmaba 
que el Consejo Indigenista Misionero (CIMI) formaba parte de un complot para 
restringir la soberanía brasileña mediante la entrega a empresas extranjeras de los 
recursos minerales descubiertos en tierras indígenas20.

Del mismo modo, no puede sorprender la afirmación: “[…] la propia FU-
NAI está contaminada por la tesis internacionalista”21 (BARRETO, 1995, p. 12). 

Y continúa el autor, cuestionando:

¿Cómo reclamar el control político de un territorio brasileño de 94.191 kilómetros 
cuadrados (similar a la superficie de Santa Catarina y tres veces mayor que Bélgica) 
para una tribu que lo habita, de no más de 5.000 indios, y que vive, hasta hoy, en el 
estadio más bajo de ignorancia y primitivismo?” (BARRETO, 1995, p. 11).

La respuesta no es política, sino jurídica. El proceso de demarcación está 
previsto en la Ley n. 6.001/1973, constituyendo una medida para la realización 
del derecho de posesión indígena expresamente prevista por el Estado brasileño, 
en el ejercicio de su soberanía, y dándole rango constitucional desde al menos 

18 Para un análisis de ese sesgo fascista, véase exempli gratia Boito Jr. (2020).
19 Se entiende que esa teoría conspirativa representaba más un lobby ante la Asamblea Nacional 
Constituyente a favor de determinados agentes económicos, que se beneficiarían de la exploración 
y explotación de los recursos minerales que se encuentran en tierras tradicionalmente ocupadas por 
indígenas, que un verdadero nacionalismo.

20 Esa afirmación era falsa, según el informe de la Comisión Parlamentaria Mixta de Investigación 
(CPMI) creada para investigar tales acusaciones (FERNANDES, 2015).

21 En un prefacio escrito por el General Carlos de Meira Mattos.
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1934. Eso se refuerza con el sistema interamericano de derechos humanos, en el 
cual Brasil decidió soberanamente participar por ser miembro de la OEA, sujeto 
al control y supervisión de la CIDH, y por ser parte de la CADH, sujeta a la juris-
dicción contenciosa de la CtIDH.

Es un error común equiparar la noción jurídica de soberanía con la noción 
de propiedad. La soberanía del Estado corresponde precisamente al poder efectivo 
de determinar, con exclusividad, en qué consistirán los hechos, actos y negocios 
jurídicos materializados sobre una base espacial determinada. Cuando el Estado 
brasileño, por medio de norma jurídica establecida en el ejercicio de su función 
legislativa, dispone, por ejemplo, que el orden económico observe el principio de 
la propiedad privada22, no hay disposición ni debilitamiento de su soberanía.

Por el contrario, al establecer la posibilidad jurídica del ejercicio de derechos 
reales a personas físicas o jurídicas de derecho privado, el Estado no enajena su so-
beranía, ¡sino que la hace efectiva! Por lo tanto, la garantía de la posesión indígena 
sobre parte del territorio nacional y el usufructo sobre los recursos naturales que 
allí se encuentran no afecta en modo alguno a la integridad del Estado brasileño. 
Además, “los pueblos indígenas nunca han representado ningún tipo de proble-
ma para las fronteras, han sido inestimables colaboradores de las comisiones de 
demarcación” (RICUPERO, 2009, p. 147). No hay constancia de que los Yano-
mami, basándose en el derecho a la autodeterminación de los pueblos, se hayan 
manifestado en defensa de su secesión del territorio brasileño para constituir un 
Estado soberano.

Durante la crisis humanitaria de los Yanomami, se reunía en Brasil la Asam-
blea Nacional Constituyente, que construiría las nuevas bases jurídicas del Estado 
tras el fin de la Dictadura. En cuanto al debate sobre los distintos derechos, las 
Fuerzas Armadas siguieron de cerca el proceso de su elaboración23. En el caso 
específico de los derechos indígenas, los militares buscaron mantener la política 
integracionista en consonancia con la doctrina de seguridad nacional (FERNAN-
DES, 2015).

En una ola irresistible de aspiraciones democráticas, la sociedad brasileña 
organizada, a través de la elección directa de los constituyentes, pero también 

22 Art. 170, II, de la Constitución de la República de 1988.
23 Aunque ningún candidato indígena fue elegido para la Asamblea Nacional Constituyente, en los 
debates sobre la nueva Constitución de la República, los movimientos indígenas estuvieron represen-
tados por la Unión de Naciones Indígenas (UNI), apoyada por la Asociación Brasileña de Antropo-
logía (ABA), la Comisión Pro-Indígena de São Paulo (CPI-SP) y el Cimi, que presentó, junto con la 
ABA, la Coordinación Nacional de Geólogos y la Sociedad Brasileña para el Progreso de la Ciencia, 
la propuesta de enmienda popular (PE-40) (FERNANDES, 2015).
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aprovechando la acción de los movimientos sociales, dio un paso importante hacia 
la existencia de Brasil como Estado democrático de derecho.

En lo que respecta específicamente a los derechos indígenas: “Fuimos al Con-
greso movilizando a la opinión pública y con una intensa participación de líderes 
indígenas de todo el país, lo que hizo posible que nuestro texto fuera aprobado. 
Nada de lo que pusimos en nuestro texto fue suprimido” (KRENAK, 2015, p. 
103).

En la Constitución de 1988, se reafirmaron los derechos originarios de los 
pueblos indígenas sobre las tierras que tradicionalmente ocupan, en sentido am-
plio, en el art. 231, caput24, en que la Unión debe demarcar, proteger y hacer respe-
tar toda su propiedad. En Brasil, se ha mantenido el concepto de que los indígenas 
son titulares de derechos reales originarios, independientemente de cualquier acto 
jurídico constitutivo practicado por el Estado.

En cualquier caso, la Ley n. 6.001/1973, aceptada por la Constitución de 
1988, obliga al Estado a realizar la demarcación en razón de la seguridad jurídi-
ca25, lo que debe hacerse inmediatamente. El art. 65 de la propia ley establece que: 
“El Poder Ejecutivo deberá, en un plazo de cinco años26 [sic], la demarcación de 
tierras indígenas, aún no demarcadas” (BRASIL, 1988).

Asimismo, la Constitución de 1988 reafirmó, en el artículo 20, XI, 
que la Unión es propietaria de las tierras indígenas, independientemente de 
su demarcación, ya que 27 es anterior a cualquier acto del Estado. Se trata de 
una innovación constitucional, ya que en Constituciones anteriores las tierras 
indígenas dependían del reconocimiento expreso del Poder Público (SOUZA 
FILHO, 2013). Por lo tanto, los derechos reales originarios e imprescriptibles28 de 

24 Art. 231, § 1, de la Constitución de 1988: “Tierras tradicionalmente ocupadas por indios son las 
habitadas por ellos de forma permanente, las utilizadas para sus actividades productivas, las indispen-
sables para la preservación de los recursos ambientales necesarios para su bienestar y las necesarias 
para su reproducción física y cultural, de acuerdo con sus usos, costumbres y tradiciones” (BRASIL, 
1988).

25 La demarcación forma parte del sistema brasileño de registro inmobiliario, cuya función es registrar 
y dar publicidad a los derechos reales sobre bienes inmuebles (CENEVIVA, 2009). En lo que respecta 
a las tierras indígenas, el registro inmobiliario es meramente declarativo, pero importante para la 
protección de los derechos indígenas de posesión y usufructo.

26 Se trata del mismo plazo para la finalización de la demarcación de todas las tierras indígenas, pre-
visto en el art. 67 de las Disposiciones Transitorias de la Constitución de 1988, también ignorado por 
el Estado brasileño.

27 Los Yanomami ya ocupaban sus tierras siglos antes de la llegada a América del Sur de los navegantes 
del Estado portugués en 1500, del cual surgió, siglos después, el Estado brasileño, que, en los términos 
de la legislación vigente, ejerce su soberanía sobre dichas tierras.

28 Art. 231, § 4, de la Constitución de 1988.
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los indígenas corresponden a derechos reales a favor de la Unión. Mientras que la 
Unión tiene el derecho de propiedad de esas tierras, los indígenas tienen, según el 
art. 231, § 2, de la Constitución de 1988, la posesión permanente y el usufructo 
exclusivo de las riquezas del suelo, ríos y lagos existentes en ellas.

De acuerdo con el art. 231, § 6, de la Constitución de 1988, los derechos 
reales sobre las tierras indígenas conllevan la nulidad de los actos realizados por 
terceros que tengan por objeto la ocupación, el dominio y la posesión de esas 
tierras o el aprovechamiento de sus recursos naturales. Debido a esa disposición 
constitucional, los incentivos no son aplicables29 a la actividad de las cooperativas 
mineras.

2.1 Estado democrático frente a las recomendaciones de la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos sobre los Yanomami en Brasil

Por medio del Decreto n. 22/1991, de 4 de febrero de 1991, el Gobierno 
brasileño dio una nueva reglamentación al proceso administrativo de demarcación 
de las tierras indígenas, revocando el Decreto n. 94.945/198730. Se trataba, desde 
la entrada en vigor de la Ley n. 6.001/1973, del cuarto31 decreto que reglamenta 
el proceso administrativo, que se destacó por garantizar, en el art. 2, § 2, la par-
ticipación del grupo indígena en todas las fases de la demarcación, lo que puso 
la legislación brasileña en consonancia con el espíritu del Convenio n. 169 de 
la Organización Internacional del Trabajo (OIT), adoptado en 1989 y vigente 
internacionalmente32 desde 1991. También es importante darse cuenta de que ya 
no existe ninguna determinación específica sobre la zona fronteriza, lo que influyó 
directamente en la demarcación de las tierras Yanomami.

El 25 de mayo de 1992, de acuerdo con la Resolución 12/1985 de la CIDH, 
siguiendo el mandato del art. 231 de la Constitución de 1988 y en cumplimiento 

29 Art. 231, § 7, combinado con el art. 174, § 3, y el art. 174, § 4, de la Constitución de 1988.
30 Derogado por el Decreto n. 22/1991, el Decreto n. 94.945/1987 derogó el Decreto n. 88.118/1983, 
que a su vez había derogado el Decreto n. 76.999/1976, primer reglamento del art. 19 de la Ley n. 
6.001/1973.

31 Tras la demarcación de la Tierra Indígena Yanomami, entró en vigor el Decreto n. 1.775/1996, 
de 8 de enero, que prevé el proceso administrativo de demarcación de las tierras indígenas en Brasil 
(BRASIL, 1996).

32 Convenio n. 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales (adoptado en Ginebra el 27 de 
junio de 1989; aprobado por Decreto Legislativo n. 143, de 20 de junio de 2002; instrumento de 
ratificación depositado ante el Director Ejecutivo de la OIT el 25 de julio de 2002; entró en vigor 
internacionalmente el 5 de septiembre de 1991, y para Brasil el 25 de julio de 2003, en virtud de su 
art. 38; y promulgado el 19 de abril de 2004).
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de lo dispuesto en el Decreto n. 22/1991, se aprobó definitivamente la demarca-
ción administrativa de la Tierra Indígena Yanomami (TIY) promovida por la FU-
NAI, con un área total de 9.664.975,48 hectáreas y un perímetro de 3.370 km33, 
que corresponde a las dimensiones del territorio del Estado portugués.

En 1995, durante una visita a Brasil, la CIDH verificó la existencia de pues-
tos sanitarios y de vigilancia por parte de organismos estatales en el TIY, así como 
la eficaz actuación para proteger el territorio y defenderlo de las incursiones clan-
destinas de los mineros, que sólo eran 330, es decir, menos del 1% de los que había 
allí durante la crisis de 1987 (CIDH, 1997).

En el contexto de la protección de los derechos indígenas en Brasil, el art. 
49, XVI de la Constitución de 1988 establece que: “Es competencia exclusiva del 
Congreso Nacional: autorizar, en tierras indígenas, la exploración y explotación 
de los recursos hídricos y la investigación y explotación de las riquezas mine-
rales” (BRASIL, 1988). Dicha autorización sólo es exigible cuando se trata de 
la utilización por un tercero no indígena o cuando el destino de la producción 
es el mercado en un contexto tecnológico diferente, debido al art. 231, § 2, de 
la Constitución de 1988, que ya prevé el usufructo indígena exclusivo (SOUZA 
FILHO, 2013).

Sin embargo, la autorización del Congreso Nacional, en los términos del 
artículo 231, § 3, de la Constitución de 1988, se dará “en forma de ley” (BRASIL, 
1988), que aún no existe, teniendo en cuenta que la Ley n.13.575/2017, que creó 
la Agencia Nacional de Minería34 (ANM) en lugar del Departamento Nacional de 
Investigación Mineral (DNPM), no regula las actividades mineras en tierras indí-
genas. En el mismo sentido, el Decreto-Ley n. 227/1967 (Código de Minería) no 
dice nada sobre la investigación o la explotación minera por parte de no indígenas 
en tierras tradicionalmente ocupadas por indígenas, y dicha actividad está ab-
solutamente prohibida. Por lo tanto, una actividad prevista constitucionalmente 
no puede llevarse a cabo debido a la ausencia de una ley federal reguladora, que 
inexorablemente arroja bajo tierra todas las iniciativas mineras en tierras indígenas 
(BRASIL, 2020b).

33 Art. 1 del Decreto de 25 de mayo de 1992, firmado por el Presidente Fernando Collor, que aprobó 
la demarcación administrativa del TIY, en Roraima y Amazonas (BRASIL, 1992b).

34 La Asociación Nacional del Oro (Anoro), presidida desde 2013 por Dirceu Santos Frederico Sobri-
nho, que es el principal propietario de Mineradora Ouro Roxo Ltda, D’Gold Purificadora de Metais 
Preciosos y FD Gold DTVM. Según el presidente de Anoro, el oro clandestino forma parte de las 35 
toneladas retiradas anualmente de los garimpos, que se incorporan a la producción anual de ANM. 
Saliendo de las áreas de garimpos, pasando por las ciudades en zonas mineras como moneda, el oro 
ilegal se inserta en la economía formal a partir de su compra por grandes instituciones financieras, 
pasando a formar parte de las reservas de divisas de Brasil (QUADROS, 2020).



André de Paiva Toledo & Saverio Di Benedetto &  Kiwonghi Bizawu 17

Veredas do Direito, v.20, e202529 - 2023

Por otro lado, cuando se trata de minería tradicional (BRASIL, 2013), la 
actividad es permitida cuando es realizada exclusivamente por indígenas, en los 
términos del art. 44 de la Ley n. 6.001/1973, según el cual: “Las riquezas del suelo 
de las áreas indígenas sólo pueden ser explotadas por los habitantes de los bosques, 
y ellos son los únicos responsables de la minería, la chispa y la caza de las referi-
das áreas” (BRASIL, 1973b). El consentimiento soberano del Estado brasileño 
se da expresamente a través del derecho constitucional de usufructo exclusivo y 
perpetuo a favor de los indígenas. La exploración y explotación de esos recursos 
puede ser hecha por ellos exclusivamente o en asociación con terceros no indíge-
nas, siempre bajo la supervisión del Estado brasileño, que tiene la obligación de 
proteger no sólo los bienes de las tierras indígenas, sino la propia existencia de la 
etnia (SOUZA FILHO, 2013).

La ausencia de una ley federal que regule la minería en tierras indígenas no 
impidió, sin embargo, que a principios de la década de 2010, casi el 55% del TIY 
fuera objeto de cientos de solicitudes de concesiones de prospección minera o con-
cesiones registradas en la actual ANM, realizadas por empresas públicas y privadas, 
nacionales y multinacionales35 (KOPENAWA; ALBERT, 2015), aunque no hay 
rastro de oro en Roraima ni producción legal en Amazonas (SALOMÃO, 2023). 
Se trata de la apertura dada por el art. 4, § 1, del Decreto n. 88.985/198336, que, 
inconstitucional en el régimen de 1988, permitía a la FUNAI y a la actual ANM 
autorizar investigaciones y otorgar concesiones mineras a empresas privadas en 
tierras indígenas (BRASIL, 1983a).

Tal fenómeno está vinculado al régimen de permisos mineros creado por la 
Ley n. 7.805/1989, según la cual las características de la minería permitirían una 
autorización más flexible de la actividad por parte del Estado (BRASIL, 1989c). 
Sin embargo, el art. 23,a, prohíbe expresamente la autorización de explotaciones 
mineras en tierras indígenas, lo que corrobora la conclusión de que, en ausencia 
de una ley federal37 para reglamentar la autorización del Congreso Nacional, es 
imposible permitir la minería en tierras indígenas.

35 Véase Rolla e Ricardo (2013).
36 El Decreto n. 88.985/1983 regula los arts. 44 y 45 de la Ley n. 6.001/1973.
37 En 2020, el Gobierno brasileño presentó al Congreso Nacional el Proyecto de Ley n. 191/2020, 
que reglamenta el art. 176, § 1, y el art. 231, § 3, de la Constitución de 1988, estableciendo las con-
diciones específicas para la investigación y explotación de recursos minerales e hidrocarburos y para 
el aprovechamiento de recursos hídricos para la generación de energía eléctrica en tierras indígenas e 
instituye indemnizaciones por la restricción del usufructo de tierras indígenas. Es importante notar 
que, en el texto del controvertido Proyecto de Ley n. 191/2020, está prevista la revocación expresa 
precisamente del art. 44 de la Ley n. 6.001/1973 y del art. 23, a, de la Ley n. 7.805/1989, arriba 
mencionados (BRASIL, 2020a).
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2.2 Corte Interamericana de Derechos Humanos: derechos de propiedad 
colectiva

Aunque la CADH fue adoptada en 1969 y entró en vigor en 1978, Brasil no 
depositó su carta de adhesión hasta el 25 de septiembre de 1992, sólo cuatro meses 
después de la ratificación del TIY, continuando así el proceso de apertura política y 
jurídica iniciado en 198538, consolidado en 198839 e internacionalizada en 199240.

Desde el momento en que el Estado brasileño pasó a ser parte de la CADH, 
en los términos del art. 19 de su Estatuto, la CIDH puede actuar con respecto a 
las peticiones y otras comunicaciones de conformidad con los arts. 44 a 51 de la 
CADH41, requiriendo a la CtIDH que responsabilice al Estado e incluso, pudiendo, 
solicitarle que adopte medidas provisionales, en casos de gravedad y urgencia, a fin 
de evitar daños irreparables a los individuos.

Seis años después de la adhesión a la CADH, el 10 de diciembre de 1998, 
Brasil depositó una nota de reconocimiento soberano de la jurisdicción contencio-
sa42 de la CtIDH. Desde entonces, la CtIDH puede juzgar el fondo de casos sobre 
la interpretación y aplicación de la CADH, en los que esté implicado el Estado 
brasileño (ROSATO; CORREIA, 2011).

Según la jurisprudencia de la CtIDH, un Estado sólo puede restringir los de-
rechos indígenas a las tierras tradicionalmente ocupadas en caso de legalidad, ne-
cesidad, proporcionalidad y legitimidad democrática (CTIDH, 2005). Además, 
si está en juego la supervivencia de la identidad de un grupo indígena concreto, 
el Estado debe restringir el ejercicio de los derechos individuales no indígenas en 
favor del ejercicio de los derechos colectivos indígenas (CTIDH, 2007), garanti-
zándoles el derecho a vivir libremente, de acuerdo con sus tradiciones (CTIDH, 
2015).

38 El 15 de enero de 1985, Tancredo Neves fue elegido indirectamente jefe del Estado brasileño, 
poniendo fin a un periodo de 21 años de gobierno militar.

39 El 5 de octubre de 1988 se promulga la Constitución democrática de la República Federativa de 
Brasil, que pone fin a 24 años de régimen jurídico-dictatorial.

40 Entre el 3 y el 14 de junio de 1992 se celebró en Brasil la Conferencia de las Naciones Unidas sobre 
Medio Ambiente y Desarrollo, en la que se adoptaron la Declaración de Río sobre Medio Ambiente y 
Desarrollo, la Declaración de Principios sobre los Bosques, el Convenio sobre la Diversidad Biológica, 
la Convención Marco sobre el Cambio Climático y la Agenda 21, que constituyen la base del Derecho 
Internacional del Medio Ambiente.

41 Los arts. 44 a 51 componen la Sección 3 del Capítulo VII de la CADH, dedicado a la competencia 
de la CIDH.

42 La CtIDH también puede adoptar opiniones consultivas sobre la interpretación de la CADH o de 
otro tratado americano de derechos humanos, cuando lo solicite un miembro de la OEA. Además, 
cualquier Estado parte de la CADH puede solicitar a la CtIDH una opinión consultiva sobre la con-
vencionalidad de normas de derecho interno.
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Por supuesto, el ejercicio de la soberanía por parte del Estado no le da de-
recho a negar la existencia de los pueblos indígenas en sus tierras tradicionales 
(CTIDH, 2012). Así, los pueblos indígenas tienen el derecho jurídico a vivir li-
bremente, lo que implica hacerlo según su propia cultura, de acuerdo con sus 
necesidades y aspiraciones espirituales y materiales, superando los límites estrictos 
de los derechos reales, especialmente el derecho a la propiedad, previsto en el art. 
21 de la CADH.

Desde principios del siglo XXI, el desarrollo jurisprudencial de la noción de 
propiedad colectiva relativa a la existencia de los pueblos indígenas en el ámbito 
jurídico interamericano ha permitido un enfoque más adecuado a la realización 
de los valores universalmente reconocidos asociados a la protección de la dignidad 
humana (TOLEDO, 2019).

En el ámbito jurisdiccional internacional, en 2016, Brasil se convirtió en de-
mandado en una acción sometida por la CIDH a la CtIDH, cuyo objeto se refería 
a los derechos de propiedad colectiva de los Xucuru sobre las tierras tradicional-
mente ocupadas por ellos. La argumentación del caso se basaba fundamentalmen-
te en la ausencia de demarcación y en la falta de deslinde de las tierras indígenas. 
Sobre el fondo, en una sentencia dictada en 2018, la CtIDH reconoció que, para 
el Estado, el derecho a la propiedad colectiva prevalece sobre la propiedad privada, 
y que no es necesaria ninguna adaptación legislativa (CARRA, 2017).

En el caso de los Xucuru, a pesar de la consolidación del derecho a la pro-
piedad indígena y del deber de demarcación de las tierras indígenas, Brasil no 
cumplió con su obligación, violando así el art. 21 de la CADH. Como derivación 
del derecho a la propiedad colectiva, el Estado incumple el derecho a las garantías 
judiciales y a la protección judicial43, cuando no lleve a cabo la desintrusión de 
tierras indígenas, así como que indemnice a terceros por las mejoras realizadas de 
buena fe en la propiedad (CTIDH, 2018).

En su jurisprudencia, la CtIDH indica que los derechos de propiedad in-
dígena deben entenderse en un nuevo sentido (CtIDH, 2010), superando los 
parámetros estrictos de las relaciones contractuales. De hecho, según la CtIDH, 
los derechos de propiedad también deben abarcar el patrimonio cultural. En esa 
perspectiva, existe una estrecha relación entre los pueblos indígenas y las tierras 
que ocupan tradicionalmente, que incluye los elementos intangibles resultantes 
del uso histórico de los recursos naturales que allí se encuentran, componiendo lo 
que se denomina “conocimientos tradicionales asociados” (CTIDH, 2010).

La propiedad indígena de las tierras ocupadas tradicionalmente debe tener 

43 Arts. 8 y 25 de la CADH.
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los mismos efectos jurídicos que la plena titularidad otorgada por el Estado (CTI-
DH, 2001; 2006), lo que corresponde a la existencia originaria de esos derechos, 
independientemente de la práctica de actos por parte del Estado. El hecho de que 
los indígenas ocuparan tradicionalmente esas tierras implica la existencia de dere-
chos de propiedad anteriores a la formación del propio Estado.

Cuando se inició la oleada de invasiones de territorios de ultramar como 
estrategia para superar los impasses del mercantilismo europeo, el proceso de colo-
nización resultante provocó importantes cambios en la configuración jurídica in-
ternacional. En el contexto americano, los pueblos indígenas sufrieron la anexión 
forzosa de sus territorios por parte del Estado colonizador. Los pueblos indígenas 
fueron reducidos a la condición de personas esclavizadas por agentes del Estado 
esclavista, en cumplimiento del ordenamiento jurídico interno e internacional.

La independencia de las antiguas colonias en Estados soberanos, como fue 
el caso de Brasil en 1822, no alteró sustancialmente las condiciones de vida de 
los pueblos indígenas que se encontraban en su territorio. Ya sea bajo el Estado 
colonizador o bajo el nuevo Estado independiente, los pueblos indígenas no han 
recuperado su estatus original con la tierra. Reconociendo la violencia del Estado, 
la CtIDH ha determinado, desde la entrada en vigor de la CADH, que los Estados 
Partes deben hacer efectiva la propiedad colectiva indígena sobre sus tierras tradi-
cionales. No hay contradicción entre tierra indígena y territorio nacional.

Por tal motivo, los pueblos originarios tienen derecho a que el Estado se 
abstenga, hasta el reconocimiento oficial de su propiedad, de realizar actos que 
puedan llevar a agentes del propio Estado o a terceros no indígenas a poner en 
peligro la existencia o el goce de los derechos de propiedad colectiva. Por lo tanto, 
el Estado viola el derecho internacional cuando concede a terceros – incluso de 
buena fe – el uso de tierras y recursos situados en una zona que corresponde a la 
tierra tradicionalmente ocupada por los pueblos indígenas (CTIDH, 2001).

En ese contexto, el art. 8, § 2, b, de la Declaración de las Naciones Unidas 
sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, adoptada en 2007, establece que: 
“Los Estados establecerán mecanismos eficaces para la prevención y la reparación 
de todo acto que tenga por objeto o resultado el despojo de sus tierras, territorios 
o recursos” (ONU, 2007). En el mismo sentido, el art. 26, § 3, de esa Declaración 
establece que: “Los Estados garantizarán el reconocimiento y la protección jurí-
dicos de esas tierras, territorios y recursos. Ese reconocimiento respetará debida-
mente las costumbres, las tradiciones y los sistemas de tenencia de la tierra de los 
pueblos indígenas a que se refieran” (ONU, 2007; CTIDH, 2014).
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3 Orden jurídico brasileño y crisis democrática: el caso Yanomami

Mientras la CtIDH condenaba a Brasil en el caso relativo al Xucuru, se pro-
ducía la elección directa para Presidente de la República, en la que resultó elegido 
Jair Bolsonaro, lo que supuso el regreso definitivo al Gobierno brasileño de la cor-
riente44 política que había apoyado y comandado el Estado durante la Dictadura.

Bolsonaro sucedió a Michel Temer, que permaneció en la presidencia casi 
dos años y medio, para completar el mandato de Dilma Rousseff, que, elegida 
democráticamente a finales de 2014 tras vencer por un estrecho margen al can-
didato opositor Aécio Neves, sufrió un polémico proceso de destitución45 el 31 
agosto 2016.

Según la Relatora Especial de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los 
Pueblos Indígenas, Victoria Tauli-Corpuz, en misión en Brasil del 7 al 17 de mar-
zo de 201646, su visita coincidió con el agravamiento de la crisis política en el país. 
La importante agitación política de ese periodo fue considerada por Tauli-Corpuz 
como un factor de riesgo para la interrupción de las medidas estatales en favor del 
bienestar y la supervivencia de los pueblos indígenas “and their enjoyment of land 
and cultural rights”47 (NATIONS UNIES, 2016, p. 3).

El mismo documento, constataba el estancamiento de los procesos de demar-
cación de las tierras indígenas en Brasil, cuyas causas se encontraban, en particular, 
en la falta de voluntad política a nivel ministerial y presidencial, lo que, unido al 
debilitamiento de la FUNAI, imposibilitaba al Estado cumplir con su obligación 
(NATIONS UNIES, 2016).

En conclusión, Tauli-Corpuz destacó la sofisticación de la legislación brasi-
leña sobre derechos indígenas, reconociendo que en el pasado el Estado ha sido 

44 El apoyo de Bolsonaro a los crímenes de la Dictadura es notorio. En 1999, en una entrevista te-
levisiva, defendió abiertamente la tortura y la ejecución de brasileños, como puede verse en el vídeo 
disponible en Bolsonaro… (2017). En 2016, en un discurso en el Congreso Nacional, el entonces 
diputado federal rindió homenaje al coronel Carlos Alberto Brilhante Ustra, reconocido torturador. 
El discurso puede verse en Bolsonaro exalta… (2016).

45 A partir del 1 de enero de 2015, el segundo mandato de Rousseff estuvo marcado por importantes 
turbulencias jurídicas y políticas, empezando por la intención de recontar los votos apoyada por polí-
ticos de la oposición, pasando por la acción de impeachment de la presidenta por el Tribunal Superior 
Electoral (TSE), hasta los proyectos de ley votados para dificultar aún más el cumplimiento de la meta 
fiscal del gobierno. Aunque previsto en el orden democrático brasileño, el impeachment tiene como 
condición legal la prueba incontrovertible de un crimen de responsabilidad, cometido dolosamente, 
en el curso del mandato.

46 La visita a Brasil del Relator Especial de la Organización de las Naciones Unidas sobre los derechos 
de los pueblos Autóctonos tuvo lugar cinco meses antes de la conclusión del proceso de destitución de 
Rousseff, que se produjo 23 días después de la publicación del Informe. 

47 En traducción libre, “y su disfrute de los derechos territoriales y culturales”.
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líder en la demarcación de tierras indígenas. Sin embargo, constató que, desde 
2008, se había producido una preocupante falta de avances en la aplicación de las 
recomendaciones del anterior Relator Especial y en la resolución de los prolon-
gados impasses indígenas. De hecho, la información apuntaba al retroceso en la 
protección de los derechos indígenas en Brasil, aún más grave en un contexto de 
crisis política (NATIONS UNIES, 2016).

En cuanto al TIY, Tauli-Corpuz denunció en 2016 que Brasil no protegía 
la zona de las actividades ilegales, especialmente la minería y la explotación de 
madera. Cabe destacar que, incluso en tierras demarcadas como el TIY, el Estado 
no ejercía un control efectivo, lo que repercutía en la salud, la cultura y la gestión 
del territorio (NATIONS UNIES, 2016).

Como reacción, en 2017, el Gobierno brasileño, a través de la Ordenanza 
n. 68/2017 del Ministro de Justicia48, intentó cambiar el sistema de demarcación 
de las tierras indígenas49, “incorporando tesis queridas por las entidades agroali-
mentarias y la bancada ruralista en el Congreso” (VALENTE, 2017). Según dicho 
decreto, el Ministerio de Justicia podía ahora reexaminar las fases administrativas 
llevadas a cabo por la FUNAI, debilitando el papel del organismo indígena bra-
sileño y reforzando las acciones de los grupos de presión rurales. Tras las críticas 
recibidas, el Ministro revocó la ordenanza al día siguiente, creando una fuerte des-
confianza en la actuación del Estado en relación con la demarcación de las tierras 
indígenas (YAMADA, 2017).

Reforzando el retroceso de los derechos indígenas en Brasil, dos años des-
pués, ya en el ejercicio del mandato presidencial, en un discurso en la Asamblea 
General de las Naciones Unidas, Bolsonaro demostró su intención de no demarcar 
más las tierras indígenas, violando el art. 19 de la Ley n. 6.001/1973, el art. 21 
de la CADH y el art. 231 de la Constitución de 1988. En la ocasión, afirmó que: 
“[…] Brasil no aumentará al 20% su área ya demarcada como tierra indígena, 
como algunos jefes de Estado quisieran que ocurriera” (VERDÉLIO, 2019a).

Luego, sobre las tierras indígenas ya demarcadas, añadió: “El indio no quiere 
ser un pobre latifundista encima de tierras ricas. Especialmente las tierras más ricas 
del mundo. Es el caso de las reservas Ianomâmi y Raposa Serra do Sol. En esas 
reservas, hay una gran abundancia de oro, diamante, uranio, niobio y tierras raras, 
entre otros” (VERDÉLIO, 2019b).

48 Dos meses después de firmar dicha ordenanza como ministro de Justicia, Alexandre de Moraes se 
convertiría en ministro del Supremo Tribunal Federal (STF), la corte constitucional de Brasil, el 22 
de marzo de 2017, tras el nombramiento de Temer.

49 Decreto n. 1.775/1996, de 8 de enero, que derogó el Decreto n. 22/1991, vigente cuando se aprobó 
el deslinde del TIY (BRASIL, 1996).
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Ese posicionamiento ideológico no era nada nuevo para quienes lo conocían. 
Como diputado federal por Río de Janeiro, Bolsonaro presentó el Proyecto de 
Decreto Legislativo (PDL) n. 365, de 7 de octubre de 1993, mediante el cual 
pretendía dejar sin efecto el Decreto de 25 de mayo de 1992, que había aprobado 
la demarcación de TIY.

El PDL, hoy archivado, advertía de la importancia política de los llamados 
“vacíos demográficos” como problema de seguridad nacional, lo que fomentaba 
la ocupación como estrategia de defensa (RAMOS, 1993). “Ocupar para no en-
tregar” (SANTANA, 2009, p. 3). La cuestión fundamental era: ¿cómo se puede 
garantizar legalmente a unos 25.000 indígenas la posesión originaria y perpetua 
de casi diez millones de hectáreas ricas en recursos naturales? “Es el caso de me-
didas supuestamente legales, pero que no son más que flagrantes arbitrariedades 
y atentados a la democracia, como la creación de gigantescas reservas indígenas, 
al servicio de oscuros intereses extranjeros, sin consultar a la sociedad brasileña” 
(BARRETO, 1995, p. 150).

La posesión indígena constituye efectivamente una barrera legal a la apropia-
ción, explotación y utilización de aquellas tierras. Más que un desafío a la defensa 
de la integridad territorial de Brasil, ya que no hay disputas con Venezuela ni 
con ningún otro Estado, la oposición a la demarcación y deslinde de las tierras 
indígenas tiene más que ver con la defensa de los intereses de los agentes económi-
cos50, realizados en detrimento de la dignidad humana y del medio ambiente. Por 
supuesto, los intereses económicos son legítimos, sobre todo para los Estados que 
aún luchan contra el subdesarrollo, siempre que se ajusten a la legalidad.

Antes de la llegada de Bolsonaro a la presidencia de Brasil, todavía en 2016, 
la Funai contabilizaba la existencia de 5.000 mineros en TIY, lo que ya era un nú-
mero muy superior al identificado por la CIDH en 1995 (RAMOS; OLIVEIRA, 
2020). En 2020, el número había aumentado a 20.000, lo que refleja el creci-
miento de la minería de oro en Roraima. Hay incluso quien cuenta un aumento 
del 3.350% de la minería en TIY de 2016 a 2020 (HAY; SEDUUME, 2022), 
ocupando 1.557 hectáreas (SALOMÃO, 2023), cuya presencia es un hecho in-
contestable por el Estado brasileño (CIDH, 2020a).

50 “La mayor parte del oro que circula en el país acaba convirtiéndose en un activo financiero, ya que 
la fiscalidad es menor. Por lo tanto, debe ser vendido por una institución financiera autorizada por el 
Banco Central de Brasil. Oficialmente, la institución financiera no tiene que comprobar la veracidad 
de la PLG [Permissão de Lavra Garimpeira]. Al menos el 30% del oro comercializado en Brasil entre 
enero de 2021 y junio de 2022 tiene indicios de origen irregular. En Pará, por ejemplo, el 48% del 
oro tiene evidencias de irregularidades” (SALOMÃO, 2023, p. A16).
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Documentos elaborados por la Funai apuntan a una estrecha relación entre 
los militares brasileños y los mineros en TIY. Según esos documentos, los militares 
no habrían hecho frente a las actividades mineras ilegales o habrían adoptado con-
tramedidas insuficientes en al menos siete ocasiones, impulsando así la minería en 
tierras indígenas (GABRIEL, 2023).

En 2022, de tres ciclos de operaciones para desintruir siete tierras indígenas 
tomadas por mineros, incluyendo TIY, en cumplimiento de la decisión del Supre-
mo Tribunal Federal (STF), sólo uno contó con la operación de aviones militares 
en apoyo a la Policía Federal, que, en Roraima, no tiene tal tipo de equipo. Ade-
más, el gobierno brasileño hizo caso omiso de las solicitudes para vigilar el espacio 
aéreo en TIY como una estrategia para combatir a los mineros (SASSINE, 2023).

En lo que respecta a la salud de los Yanomami, hay constancia, en 2021, 
de la prohibición por parte de la FUNAI del acceso al TIY de los miembros del 
equipo de la Fundación Oswaldo Cruz (Fiocruz), quienes, siguiendo todos los 
protocolos médicos, prestarían atención médica a los indígenas que padecían ma-
laria y desnutrición, bajo el alegato de contener el nuevo coronavirus (Covid-19) 
(PODCAST FIOCRUZ, 2021).

En cuanto a la desnutrición, los datos desde 2015 indican una frecuencia 
de bajo peso que ha crecido del 49,3% al 56,5% de los niños yanomami en 2021 
(BRASIL, 2023). En 2022, el bajo peso de las mujeres embarazadas alcanzó el 
46,9% (BRASIL, 2023). “El hambre es evidente y a menudo se dice que ha sido 
generada por diversos factores, como los cambios en el clima y las consecuencias 
de la minería ilegal” (BRASIL, 2023, p. 24). Así, hay una continuidad de brotes 
epidémicos en TIY y el abandono de la acción estatal en relación con la salud 
indígena (GONÇALVES; SOUSA; LUTAIF, 2020).

Evidentemente, los retos de la desintrusión, la preservación del medio am-
biente y la protección de la salud indígena no son nuevos en Brasil. Desde 1973, 
ha habido un movimiento continuo de entrada ilegal en tierras Yanomami por 
parte de terceros. No obstante, en la última década se ha producido una coinci-
dencia entre la inestabilidad política, en un contexto de debilidad de los mecanis-
mos de participación democrática en Brasil, y un retroceso en la efectividad de los 
derechos indígenas. Si no es posible hacer efectivos los derechos indígenas a través 
de las instituciones estatales, se recurre de nuevo a las instituciones internacionales 
como respuesta, lo que es indicativo de una crisis humanitaria.
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3.1 Comisión Interamericana de Derechos Humanos y Corte Interamericana 
de Derechos Humanos ante la segunda crisis humanitaria de los Yanomami 
en Brasil

El retroceso en la realización de los derechos indígenas en Brasil puede llevar 
a una situación de grave tensión social, identificada como crisis humanitaria. A 
finales de la década de 1970, el contexto de violaciones de los derechos indígenas 
en las tierras tradicionalmente ocupadas por los Yanomami se agravó, culminando 
en la Resolución 12/1985 de la CIDH, cuyo impacto internacional representó la 
identificación de la crisis humanitaria que atravesaban los indígenas y el inicio del 
proceso de cambio de la coyuntura de las fuerzas políticas brasileñas, que estaban 
en la raíz de las violaciones de los derechos de los Yanomami.

Tales fuerzas se han reorganizado en los últimos tiempos, imponiendo una 
situación en la que se han tensado los engranajes de la realización de los derechos 
indígenas en Brasil. Más recientemente, el modelo jurídico adoptado al final de 
la dictadura, cuando se restableció el Estado democrático, ha sido deconstruido 
a un ritmo acelerado como consecuencia de la puesta en marcha de un proyecto 
de gobierno basado ideológicamente en premisas que ponen en peligro sus funda-
mentos: los derechos humanos, sociales y ambientales.

Se crea, así, el entorno perfecto para aumentar la presión ilegal sobre los 
pueblos indígenas, los ecologistas y los defensores de los derechos humanos, lo que 
recuerda el modus operandi del Estado brasileño durante la dictadura. Se alcanzó, 
por lo tanto, un segundo pico de estrés socioambiental sufrido por los Yanomami. 
Como no había medios eficaces para defender los derechos indígenas en el país, 
una vez más, como en 1980, se movilizaron los órganos del sistema interamericano 
de derechos humanos, desvelando la segunda crisis humanitaria de los Yanomami.

En 2020, ante las fallas en la atención de salud y la presencia de terceros en 
tierras indígenas, la CIDH recibió una solicitud de medidas cautelares51 en favor 
de los miembros de los pueblos Yanomami y Ye’kwana52, para que Brasil adopte 
las medidas necesarias para la protección de la vida y de la integridad personal, en 
el contexto de la pandemia del Covid-19, considerando su situación de particular 
vulnerabilidad.

Los demandantes alegaron que existía un riesgo específico de Covid-19 entre 

51 El mecanismo de las medidas cautelares se atribuye a la CIDH debido al control del cumplimiento 
de las obligaciones legales, previsto en el artículo 106 de la Carta de la OEA combinado con el artículo 
41(b) de la CADH y el artículo 18(b) del Estatuto de la CIDH.

52 Según la CIDH, en el TIY habitan los pueblos indígenas Yanomami y Ye’kwana, con una población 
de unas 25.000 y 700 personas respectivamente, distribuidas en 321 aldeas.
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los indígenas, debido a comorbilidades y fallos en el sistema de salud indígena, 
destacando el Distrito Especial de Salud Indígena Yanomami (DSEI-Y) como uno 
de los más críticos de Brasil. Además, los Yanomami y Ye’kwana estaban peligro-
samente expuestos a enfermedades, así como a la contaminación por mercurio, 
como consecuencia de la intensificación de la explotación minera, sin que el Es-
tado brasileño hubiera actuado con la debida diligencia para impedir la actividad 
ilegal.

A través de la Resolución n. 35/2020, la CIDH afirmó que el derecho inter-
nacional establece el deber del Estado de brindar especial protección a los pueblos 
indígenas en razón de su igualdad con el resto de la población, ya que esos pue-
blos han sido históricamente marginados y discriminados (CIDH, 2020a). Con 
respecto a los Yanomami en particular, la CIDH reconoció el estado de amenaza 
permanente por parte de terceros no indígenas, que invaden el TIY, estimando la 
presencia allí de 20.000 mineros (CIDH, 2020a), sin identificar las contramedi-
das presentadas por Brasil (CIDH, 2020a). Además, señaló que, desde hace años, 
la presencia de personas no indígenas en TIY viene acompañada de hostilidad y 
violencia contra los indígenas, lo que pone en peligro la calidad de la prestación 
de los servicios médicos (CIDH, 2020a).

Así, la CIDH decidió adoptar medidas cautelares, solicitando a Brasil que 
adopte las medidas necesarias para proteger la salud, la vida y la integridad perso-
nal de los Yanomami y Ye’kwana, implementando medidas preventivas contra la 
propagación del Covid-19, además de proporcionarles atención médica adecuada 
en condiciones apropiadas y culturalmente relevantes (CIDH, 2020a).

En 2022, la propia CIDH presentó a la CtIDH una demanda de medidas 
provisionales, originada en las medidas cautelares adoptadas por la Resolución n. 
35/2020 de la CIDH a favor de los Yanomami y Ye’kwana del TIY, para que Brasil 
adoptara las medidas necesarias para proteger la vida, la integridad personal y la 
salud de los Yanomami, Ye’kwana y Munduruku53.

La CtIDH reconoció que los Yanomami, Ye’kwana y Munduruku estaban 
sometidos al avance de la minería en sus tierras indígenas, llevada a cabo por 
terceros no autorizados, que sería la causa de asesinatos de adultos y niños 
indígenas; que hubo muertes como consecuencia de las actividades mineras; que 
se practicaron actos de violencia sexual contra mujeres y niños indígenas; que 

53 Según la CIDH, el pueblo indígena Munduruku estaría compuesto por cerca de 14.000 personas 
que viven en las márgenes del río Tapajós y sus afluentes en el Estado de Pará, Brasil, repartidas en siete 
tierras: Munduruku, Sai Cinza, Kayabi, las Reservas Praia do Índio y Praia do Mangue, Sawré Muybu 
y Sawré Bapin, con 178.173 hectáreas. En diciembre de 2020, la CIDH adoptó medidas cautelares a 
favor de los Munduruku, en virtud de la Resolución n. 94/2020.
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hubo amenazas a líderes indígenas; que hubo desplazamientos no voluntarios 
de comunidades indígenas amenazadas por la minería; que se identificó 
la propagación de enfermedades en una población que tiene una especial 
vulnerabilidad inmunológica; y que hubo contaminación de ríos y deforestación, 
lo que repercute significativamente en la salud y la seguridad alimentaria de los 
indígenas (CTIDH, 2022). Según la información obtenida por la CtIDH, esos 
hechos eran permanentes, a pesar de la adopción de medidas cautelares por parte 
de la CIDH y de las diversas decisiones judiciales brasileñas, incluidas las del STF 
(CTIDH, 2022).

En vista de ello, la CtIDH resolvió, por unanimidad solicitar a Brasil que 
adopte las medidas necesarias para proteger efectivamente la vida, la integridad 
personal, la salud y el acceso a la alimentación y al agua potable de los miembros 
de los pueblos Yanomami, Ye’kwana y Munduruku; la adopción de las medidas 
necesarias para prevenir la explotación sexual y la violencia contra las mujeres y los 
niños indígenas; la adopción de medidas culturalmente apropiadas para prevenir 
y mitigar la propagación de enfermedades, proporcionando a los indígenas una 
atención médica adecuada.

Conclusión

Desde hace siglos, los Yanomami son un grupo étnico que habita la región 
amazónica, ocupando tradicionalmente una zona fronteriza entre Brasil y Ve-
nezuela. Se les considera uno de los pueblos indígenas más numerosos de Sudamé-
rica, con una población estimada de unas 25.000 personas. La cultura Yanomami 
es rica y compleja, con una fuerte conexión con la tierra y los recursos naturales 
que se encuentran en ella, y los indígenas son conocidos por sus habilidades en la 
agricultura, la caza, la pesca y la recolección en el bosque.

Limitándose a un enfoque brasileño, desde al menos 1934, se garantiza el de-
recho indígena de posesión sobre sus tierras. Ese derecho sigue siendo una caracte-
rística del ordenamiento jurídico contemporáneo y, de forma conexa, se reconoce 
el derecho al disfrute exclusivo de los recursos naturales existentes en sus tierras.

Eso no ha impedido que los Yanomami se hayan visto afectados por décadas 
de conflictos territoriales con no indígenas, con el apoyo del Estado brasileño, 
incluida la explotación ilegal de recursos naturales, conflictos con mineros y obras 
de construcción en sus tierras. Sin embargo, han actuado para preservar su cultura 
y su relación con la tierra.

Una de las estrategias de acción es exigir el cumplimiento de la ley, comple-
tando la demarcación de las tierras indígenas, que consiste en un acto declarativo 
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de la existencia de la posesión originaria. Así lo establece la Ley n. 6.001/1973, 
complementando lo dispuesto en la Constitución. Aunque no constituya un he-
cho jurídico, la demarcación da seguridad a los indígenas contra la ocupación 
ilegal.

No obstante, la omisión histórica del Estado brasileño en la demarcación de 
las tierras indígenas, debido a la prevalencia de concepciones políticas contradic-
torias, ha llevado al agravamiento de los conflictos por la tierra, caracterizados por 
invasiones de acaparadores de tierras, mineros, madereros, que causan daños a los 
pueblos indígenas. La acumulación de violencia puede, en ciertos casos, culminar 
en crisis humanitarias. Es lo que les ocurrió a los Yanomami durante la década de 
1980 y a partir de finales de la década de 2010.

En 1980, durante la Dictadura, la CIDH se posicionó contra Brasil, basán-
dose en la Carta de la OEA y en la CADH. En 2020 y 2022, durante el gobierno 
de los partidarios de la Dictadura, la CIDH y la Corte IDH se posicionaron 
contra Brasil, pero esta vez, sobre la base de las competencias garantizadas por la 
CADH, ratificada en 1992, meses después de la demarcación del TIY. En ambos 
casos, la cuestión se basaba en el incumplimiento por parte del Estado de su deber 
de garantizar la vida, la integridad personal y la cultura de los Yanomami, que in-
cluye la protección de sus tierras indígenas, de conformidad con la jurisprudencia 
sobre el art. 21 de la CADH.

En el caso de los Yanomami, a partir de 1973, cuando comenzó la construc-
ción de la Perimetral Norte, aunque los derechos indígenas se encuentren bien 
consolidados en el ordenamiento jurídico brasileño, hay un desafío a su efectivi-
dad, debido a la prevalencia de las fuerzas políticas que controlaron el Estado bra-
sileño durante la Dictadura y la crisis de la democracia a partir de 2014. En esos 
dos períodos, la acumulación de presiones sobre los Yanomami culminó en crisis 
humanitarias identificadas por la CIDH y la CtIDH. En 1985, la Resolución de 
la CIDH representó el inicio de una era de mayor protección de los derechos de 
los Yanomami en Brasil. En 2020-2022, la CIDH y las Resoluciones de la CtIDH 
pueden representar lo mismo.
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